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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, mayo veintiséis (26) de dos mil seis (2006)
Aprobado por Acta No.  309
Hora: 05:45 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este fallo la impugnación interpuesta por el Gerente de la entidad accionada (Seguro Social), contra la sentencia de tutela proferida el ocho (08) de marzo de dos mil (2006) por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la acción interpuesta por el señor MIGUEL ANGEL MEDINA ESPINAL.

2.- DEMANDA 

Solicitó el actor amparo de sus derechos fundamentales a la salud, vida, dignidad humana, igualdad y libre desarrollo de la personalidad, los cuales consideró violados por la entidad accionada. Para ello, indicó que es pensionado del Instituto de Seguros Sociales desde hace diez (10) años  y hasta el momento se encuentra vinculado al sistema de Seguridad Social en Salud en el mismo Instituto, en el que ha cotizado toda la vida.
Actualmente, padece graves complicaciones por problemas de glicemia (diabetes), por lo que requiere tratamiento permanente con insulina, según concepto emitido por los médicos tratantes adscritos al ISS. Para los controles pertinentes ha sido atendido en el Hospital San Rafael del Municipio de Pueblo Rico, al cual debe acudir de manera particular y asumiendo todos los gastos que allí se generen, tales como: consulta médica, exámenes de laboratorio y medicamentos; toda vez que la entidad accionada no ha celebrado convenio para la prestación del servicio de salud con el centro asistencial de esa localidad. 
Debido a esa situación se ha visto en la necesidad de desplazarse a La Virginia, ya que es el centro de atención más cercano y con el que el I.S.S. tiene contrato para la atención de la salud de sus usuarios. Señaló su imposibilidad para sufragar los costos de transporte que generalmente sobrepasan los cien mil pesos, porque debe contratar un vehículo en atención a sus enormes dificultades para efectuar el desplazamiento, ya que, como consecuencia de la enfermedad padecida perdió los dos miembros inferiores.
Informa la existencia en el municipio de Pueblo Rico de un número considerable de personas que se encuentran afiliadas al ISS y que de igual forma deben desplazarse al centro de atención más cercano para obtener los servicios de salud.

Señaló que en el mes de agosto del año inmediatamente anterior, presentó derecho de petición a la entidad accionada solicitando la prestación del servicio en el municipio donde reside y el reconocimiento de los valores que ha debido asumir al tener que acudir de manera particular a otro centro de salud para obtener el servicio médico. La Dirección Operativa del I.S.S. proporcionó respuesta de manera parcial a su solicitud, el 20 de septiembre de 2005, indicándole que por parte de la gerencia se había solicitado a la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino, la disponibilidad de prestar servicios médicos asistenciales en algunos municipios del Departamento, entre ellos Pueblo Rico, sin que a la fecha se le haya comunicado el resultado del respectivo trámite.

Solicitó en consecuencia que por intermedio del trámite constitucional se ordene al Seguro Social realizar las gestiones necesarias tendientes a que el servicio de salud que le asiste como derecho fundamental por conexidad con el derecho a la vida, le sea prestado de manera oportuna en el municipio de Pueblo Rico (Rda.), en el cual reside. De igual forma, que se ordenara el reconocimiento y pago de los gastos sufragados por el actor y los que se causen a futuro como consecuencia del desplazamiento a un punto de atención en salud distante del municipio donde habita.

3.- FALLO 

La señora Juez Tercera Penal del Circuito de la ciudad, en su rol de Juez Constitucional, se refirió al derecho a la salud, de evidente estirpe constitucional y al desarrollo legal y jurisprudencial que se le había dado, como paso previo a la decisión a adoptar; finalmente, concluyó que en efecto se encontraba manifiestamente amenazado el derecho a la salud del actor.
Para arribar a tal discernimiento, se fundamentó en jurisprudencia de la Corte Constitucional, referida al traslado a otra ciudad de los usuarios vinculados al Sistema General de Seguridad Social en Salud, con la finalidad de realizar tratamientos clínicos, que contemplaba situaciones especiales con el objetivo de garantizar la financiación del transporte para los usuarios que requieren la prestación del servicio médico y donde se destacaban unos requisitos que se debían verificar en aras de gozar del amparo constitucional. En ese sentido, la señora falladora consideró cumplidas las exigencias aludidas, dado que el accionante no podía sufragar los gastos ocasionados por el desplazamiento de Pueblo Rico (Rda.) a La Virginia (Rda.) para la realización de los controles de diabetes, ya que se infiere que es una persona de la tercera edad, pensionado y que vive actualmente de su mesada, con la que suplía las necesidades de su hogar; además, era una persona con limitación física que debía valerse de una silla de ruedas para desplazarse de un lugar a otro. 
Igualmente, señaló evidente que el hecho de no autorizarse por parte de la E.P.S. demandada el costo del transporte que requiere el actor, ponía en riesgo sus derechos fundamentales a la vida, a la salud y a la integridad física, máxime cuando se trata de un ciudadano de especial protección constitucional, quien en virtud de lo señalado en el artículo 13 de la Carta Fundamental, requiere del Estado mayor atención dada su condición de debilidad manifiesta (amputado en ambos miembros inferiores).
De contera, se aludió a la no oportuna respuesta suministrada por la entidad accionada, ni de una decisión de fondo, respecto de las inquietudes formuladas por el actor, con lo cual se configuraba también una violación del derecho fundamental de petición.

Por las razones expuestas, concedió el amparo solicitado y ordenó al ISS que en un término de cuarenta y ocho (48) horas dispusiera lo pertinente con el fin de suministrar el transporte las veces que el actor lo requiera, para la realización de los controles de su enfermedad, mientras subsistiera el criterio médico que así lo dispusiera. Así mismo, tuteló la garantía de petición y dispuso que en el mismo término se le resolviera de fondo lo solicitado en la petición elevada. De todas maneras, dejó a salvo la facultad del Seguro Social para repetir en contra del FOSYGA por los gastos en que incurriera por el cumplimiento del fallo. 
4.- IMPUGNACIÓN

El señor Gerente del Seguro Social, expresa en el escrito de impugnación, que la E.P.S. I.S.S. por disposición de la Presidencia del I.S.S. no asigna presupuesto para atender gastos de traslado y estadía de pacientes ambulatorios, pues únicamente se permite el traslado de pacientes hospitalizados, según Acuerdo 312 de marzo 2 de 2004.
Solicita al Despacho modificar el fallo en cuanto no se obligue al I.S.S. a correr con los gastos de traslado y estadía. Considera además, que el juez al fallar de esta manera se está extralimitando en sus facultades, ya que estaría reglamentando sobre el tema de viáticos para los pacientes, lo cual no está dentro de sus atribuciones.
Menciona la brevedad de tiempo otorgado para resolver sobre la petición de transporte, lo que considera un término irrisorio e imposible de cumplir, habida cuenta que el I.S.S. nunca ha prestado este servicio, no se encuentra dentro de sus funciones y no tiene contrato para ese tipo de traslado debido a que la Ley no lo obliga y de igual manera por el no ofrecimiento de este servicio, ni siquiera en el momento de realizar la afiliación a salud. Finalmente, acude al aforismo según el cual, “nadie está obligado a lo imposible.”
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por el representante de la entidad accionada contra el fallo proferido por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

Sobre los argumentos presentados por el representante de la E.P.S. Seguro Social, debe necesariamente decir la Sala que no pueden ser de recibo por lo siguiente:

Se trata en este particular evento de la atención en salud que requiere una persona que presenta una doble calidad que lo circunscribe dentro de lo que la jurisprudencia ha denominado “debilidad manifiesta”, habida cuenta de ser solicitado el amparo por un ser humano que frisa los setenta (70) años de edad (tercera edad) y haberle sido amputados sus dos miembros inferiores (discapacitado); sujetos para los cuales la Constitución y el ordenamiento jurídico que de ella se desprende, han previsto una especial obligación estatal de protección.
Debe quedar claro, por tanto, que lo que aquí se decide está obviamente ceñido a este caso que lo considera la Sala bien particular o sui generis por las condiciones singulares del paciente, razón por la cual no se está afirmando un deber general por parte de la entidad para todos los casos, como parece entenderlo la entidad accionada en su recurso.

Por demás, no es una circunstancia nueva y por ende desconocida por el Seguro Social, el contar con muchos afiliados fuera del área de la capital del Departamento y de los municipios más grandes como es el caso de La Virginia (Rda.), razón por la cual no se comprende que con la antelación suficiente no se hubieren dado los pasos administrativos tendientes a asegurar la protección que requieren en los propios municipios de residencia sus usuarios. En el caso concreto del señor MEDINA ESPINAL, por ejemplo, era situación debidamente conocida, dado que obra el derecho de petición enviado desde el pasado mes de agosto del año anterior, el cual no fue respondido de la manera adecuada, y condujo a la orden emitida por la señora Juez de primer grado, con miras a hacer cesar la vulneración del derecho de petición.

Así las cosas, es evidente que el Seguro Social ha tenido el tiempo más que suficiente para adelantar el proceso de contratación al cual se hace alusión en la impugnación y, por ende, no puede a la hora de ahora, utilizar su propia mora en el cumplimiento de sus obligaciones para pretender que se le amplíe el plazo concedido para ejecutar un acto que está dentro del giro normal de sus obligaciones y de la función para la cual fue creado, no otra que la atención oportuna de quienes han escogido a tal entidad como su Empresa Prestadora de Servicios de Salud.
Para reafirmar lo anterior, es pertinente recordar cómo la doctrina constitucional ha sido enfática en expresar que los destinatarios de la atención, no tienen por qué sufrir los problemas administrativos presentados dentro de las instituciones del Sistema General de Salud. 
En cuanto hace con los gastos que el desplazamiento del actor ocasione, la orden emitida por la señora falladora de instancia está acorde con los lineamientos trazados por el órgano de cierre en materia constitucional, previa verificación de los requisitos allí contemplados. Empero, valga la pena destacar que bastaría con la celebración de un contrato con la E.S. E. Hospital San Rafael de Pueblo Rico (Rda.) en orden a suministrar el tratamiento con INSULINA al actor, para que tal entidad quedara relevada de sufragar tales emolumentos y, de paso, por las especiales condiciones del señor MIGUEL ÁNGEL MEDINA ESPINAL, una tal determinación facilitaría de manera definitiva el acceso al servicio de salud que él requiere.   
En ese orden de ideas, se hace imperativo confirmar la providencia impugnada.
6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA

PRIMERO: Se CONFIRMA el fallo de tutela proferido por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de Pereira. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

IRMA LUCÍA LONDOÑO PATIÑO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala           
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